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DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO. OBLIGACIÓN DEL 
ESTADO DE GARANTIZAR LA PROTECCIÓN ALIMENTARIA, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 
27 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO. El artículo citado, en relación con 
los tratados internacionales de derechos humanos y la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que los progenitores o, en su caso, las personas encargadas de su cuidado, 
tienen la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y 
social de los menores en el núcleo familiar. En ese sentido, utiliza el lenguaje de los derechos para 
reconocer aquél de todo niño a un nivel de vida adecuado, con las correlativas obligaciones de sus 
cuidadores. Sin embargo, esta formulación no exime ni desplaza al Estado de sus respectivas 
obligaciones en materia de protección a la niñez, pues lejos de ello, dicho precepto prevé de forma 
puntual las acciones positivas a cargo de los Estados Parte para brindar apoyo a los responsables 
primarios a fin de lograr el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños, lo que 
incluye proporcionar asistencia material y desarrollar programas. Asimismo, el citado precepto 
determina que el Estado debe tomar todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la 
pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad 
financiera, incluso si éstos viven en el extranjero. En este sentido, en un grado mayor de 
especificidad que aquel utilizado en el texto constitucional, el artículo 27 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño dota de significado al derecho de alimentos de los niños elevando a la máxima 
jerarquía no sólo su contenido esencial y la determinación de los sujetos obligados, sino también las 
condiciones de la obligación alimenticia y la posición del Estado como garante. Todo ello, además, 
a la luz del interés superior del niño como principio orientador de la actividad interpretativa 
relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un niño o niña en un caso 
concreto. 

Amparo directo en revisión 3360/2017. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa.  

Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


